Las experiencias populistas en América Latina (1930-1960)
Por Carlos Ciappina
Una cuestión terminológica: ¿populismo o procesos nacional-populares?
En el mundo de las ciencias sociales, en el de los medios masivos de comunicación y en el campo de la política, es difícil encontrar una categoría descriptiva tan polisémica como la de populismo. En particular, en América Latina. Repasemos algunos sentidos. El término se comienza a utilizar para definir a los movimientos campesinos rurales de la segunda mitad del siglo XIX en Estados Unidos (1890-1920) y Rusia (década de 1880). En la perspectiva académica latinoamericana tradicional, de raigambre liberal, lo que hoy llamamos populismo se identificaba tradicionalmente con los fascismos europeos. Gino Germani (1950) elabora una primera definición de los “movimientos nacional- populares” (en lugar de utilizar “populismo”). Para él, los populismos se encuadran en los procesos de modernización acelerada de las sociedades latinoamericanas. A partir de la década de 1930, en plena crisis, las “masas” entran a la vida política, pero al no encontrar sistemas políticos consolidados (como en el caso de las democracias europeas), esa movilización se hace de la mano de un líder. Estos liderazgos se asientan en principios demagógicos y en la apelación a las emociones y sentimientos en lugar de hacerlo en los términos de la racionalidad política. Demagogia, tutelaje político e
irracionalidad son entonces los rasgos del populismo (para los estudios de Germani, el peronismo).
A mediados de la década del sesenta, Torcuato Di Tella desarrolla una perspectiva levemente diferente a la de Germani: el populismo surge como un efecto de la acelerada movilización popular en países subdesarrollados, liderada por sectores medios que ven allí la posibilidad de destruir el statu quo oligárquico y establecer una coalición policlasista que los tenga como principales beneficiarios del nuevo estatus político-social.
Uno de los rasgos distintivos de las experiencias populistas es el rol preponderante que tienen los liderazgos en la construcción política. Tanto las perspectivas marxistas como las liberales –y por razones diferentes– señalan críticamente esta característica:
en la perspectiva marxista tradicional, el populismo es visto como una especie de estrategia de los sectores hegemónicos o dominantes para neutralizar la movilización autónoma de la clase obrera o de los trabajadores. Un segmento de la clase dominante se vuelca al populismo para alentar una movilización social que coopte los proyectos verdaderamente revolucionarios. La idea de “alienación” resulta clave en estas interpretaciones, donde las clases no hegemónicas apoyan gobiernos que no buscan satisfacer sus “verdaderos” intereses (la revolución económico-social socialista).
para el corpus académico y político liberal, el populismo es una experiencia profundamente negativa. Podríamos distinguir aquí dos tipos de interpretaciones: una economicista y otra político-social. En el plano de la teoría económica ortodoxa, el populismo “viola” las leyes de la economía liberal: la regulación estatal, la creación o nacionalización de empresas públicas y la intervención en el mundo bancario, financiero y laboral generan “distorsiones” que dan como resultado inflación, estancamiento económico y desconfianza de los inversores del capital. En el plano
político-social, el liberalismo percibe el populismo como una amenaza para la división de poderes republicana, y cuestiona el carácter “demagógico” de la apelación a las masas de los gobiernos populistas y sus líderes.
En las antípodas de las interpretaciones liberales hay miradas que consideran al populismo una ideología política que se distingue de las demás porque apela a la categoría pueblo, como un todo indiferenciado que posee virtudes positivas y objetivos de realización comunes (Norberto Bobbio).
Para autores como Ernesto Laclau, el populismo es, sobre todo, una interpelación democrático-popular opuesta y/o antagónica a las representaciones de la élite oligárquica. Esta perspectiva hace especial hincapié en los rasgos discursivos-culturales que se constituyen desde el pueblo para buscar la construcción de hegemonía.
A partir de las décadas del sesenta y setenta del siglo XX, en el contexto de las visiones críticas que surgen con la teoría de la dependencia, comienza a analizarse el populismo desde una perspectiva que se corre de los análisis políticos para verlo como un proyecto económico-social que vendría a resolver los desequilibrios que se generaron en las sociedades latinoamericanas a partir de 1930. Con la crisis del modelo oligárquico-liberal agromineroexportador, se abre la posibilidad del desarrollo de una industria nacional que abastezca el mercado de consumo interno creciente. El populismo sería entonces un proceso económico-social que requiere de una alianza de clases que articule las necesidades y demandas de una burguesía nacional en ascenso junto a una clase obrera en proceso de organización y estratos medios que aportan los cuadros de conducción. Nacionalismo, antiimperialismo y posicionamiento antioligárquico son, desde esta mirada, los principios político-discursivos que expresa esta “alianza”.
Las interpretaciones de la década del ochenta del siglo XX (Octavio Ianni, Guillermo O’Donnell) hacen hincapié en darle al Estado un rol clave en el desarrollo del populismo. Así, habría un Estado populista, eje sobre el cual se establece un nuevo modelo de acumulación –económicamente industrialista y socialmente inclusivo–. El Estado populista constituye así una matriz social estadocéntrica: interviene en la economía, regula el mercado de trabajo, gestiona empresas públicas y despliega políticas sociales.
Una variable de la perspectiva anterior es la que identifica un Estado populista “corporativo”, visto como el ordenador de la vida social en torno al agrupamiento de organizaciones económicas y laborales. Así, en el caso de los sindicatos, el Estado corporativo tendría un doble rol: promover la organización sindical y, a la vez, ponerle límites a la movilización obrera para mantener el sistema dentro del funcionamiento del capitalismo.
Para autores como Carlos Vilas, el Estado es la clave de interpretación del populismo, en tanto Estado autónomo. En manos de una élite movilizadora nacionalista, civil y/o militar, se constituye en el impulsor de las políticas económicas que promueven la industrialización –a veces a pesar de la propia burguesía industrial– y, a la vez, de la organización de la clase trabajadora. Este Estado lucha permanentemente por  mantener la autonomía que le permita establecer alianzas y coaliciones político-sociales que mantengan el rumbo del proyecto económico-social y político en los parámetros del proyecto nacional.
Autores como Alain Touraine prefieren hablar de un Estado nacional-popular, que se constituye en los países dependientes como una reacción nacional a los procesos de modernización que se proponen desde el exterior. En este sentido, Estado, nación,
sistema político y pueblo no son ámbitos separados, sino la expresión de una identidad común que busca alcanzar un modelo latinoamericano de desarrollo.
Guía orientativa para la lectura:

1.¿Dónde surgieron los primeros movimientos populistas?

2. ¿Cuáles fueron las interpretaciones dadas por Gino Germani y Torcuato Di Tella?

3. ¿Cuál es la interpretación que hace el marxismo tradicional?

4. ¿Cómo consideran al populismo la perspectiva liberal?

5.¿Qué aporta Ernesto Laclau a su interpretación?

6. ¿Cómo interpreta al populismo la perspectiva dependentista?

7 ¿Cuáles son las miradas de Carlos Vilas y Alain Turaine?

Un intento de definición para el “populismo”
Si tuviéramos que intentar una definición que nos resultara útil para interpretar los movimientos populistas de las décadas de 1930 a 1960 en América Latina, haríamos hincapié en los siguientes aspectos:
La crisis del sistema capitalista en 1930 abrió una “ventana de posibilidad” para desplegar cambios profundos en las sociedades latinoamericanas, que tradicionalmente estaban conducidas económica y socialmente por una élite terrateniente integrada a la economía industrial central a través de la exportación de bienes primarios.
Esa ventana de posibilidad se expresaba en una reducción importante del comercio internacional y de las demandas de bienes primarios por parte de las economías centrales, una disminución significativa de la dependencia de las economías centrales. Al mismo tiempo, estas sociedades latinoamericanas poseían actores sociales que se referenciaban con tradiciones nacionalistas y populares desde la época de la revolución independentista. Dichas identidades populares existían invisibilizadas y reprimidas por las repúblicas oligárquicas.
Identidades populares indígenas, mestizas, campesinas –como en los casos de Bolivia, México, Ecuador–, e identidades nacionalistas, federales, gauchescas –como en el cono sur: Argentina, Uruguay, Brasil–, se encontraron en una coyuntura favorable para expresar sus búsquedas y anhelos.
Partidos y/o movimientos políticos con la capacidad de movilizar a los sectores sociales subalternos recuperaron esas identidades y tradiciones nacionales, populares y resistentes a las élites liberales.
Estos partidos y/o movimientos movilizadores accedieron al Estado y lo utilizaron como herramienta para instalar un profundo proceso de transformación del patrón económico-social oligárquico, en especial desplegando políticas económicas que primero se propusieron “salir” de la crisis capitalista y luego se orientaron a desarrollar una industrialización sustitutiva –Argentina, Brasil– o a dinamizar la propiedad rural – México– para alcanzar autosostenimiento.
Amplísimos sectores de la población excluida durante el período de las repúblicas liberales se incorporaron a la vida política: las mujeres, los trabajadores rurales y los obreros de las grandes ciudades. La movilización política apeló a la organización de los trabajadores, tanto de carácter rural –el México de Lázaro Cárdenas o la Guatemala de Jacobo Árbenz– como de tipo urbano –la Argentina peronista–. Estas organizaciones, lejos de ser una construcción acotada a la permanencia de los líderes populistas en el gobierno, persistieron por décadas, otorgando una autonomía con respecto a los distintos gobiernos pospopulistas que en muchos casos se transformó también en resistencia a procesos neoconservadores.
Por vía de la gestión estatal, se consolidan de un conjunto de derechos de carácter laboral y social, atados en general a las condiciones de empleo.
Como rasgo específico del populismo latinoamericano, podríamos señalar la tensión permanente entre el proyecto de modificación de la matriz económica hacia un modelo industrialista y los alcances de la persistencia de la matriz agromineroexportadora.
Gobiernos nacional-populares en América Latina: línea de tiempo
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Un intento de definición de Populismo

1. Defina populismo según las características que menciona el autor.

México: Lázaro Cárdenas y las promesas de la Revolución (1934-1940)
Podríamos afirmar que a inicios de la década de 1930 el ideal y la práctica que la Revolución mexicana ha desplegado entre 1910 y 1917 están “congelados”. Es cierto que esa gran revolución social y política ha tenido que luchar contra enemigos poderosos del interior y el exterior de México, y que esto ha retrasado la organización política y las reformas económicas profundas.
México posee una Constitución nueva (1917) que incluye derechos laborales (a la sindicalización), de las mujeres, de acceso a la tierra (la reforma agraria), de resguardo de los recursos naturales (declarados en manos del Estado) y un posicionamiento antiimperialista. Pero los gobiernos resultantes de la revolución frenan el impulso revolucionario. Los sindicatos están fuertemente vinculados con los gobiernos y los líderes de turno, el voto femenino no se aprueba hasta 1953, la reforma agraria se mueve lenta (3.000.000 de hectáreas distribuidas entre 1917 y 1934) y entregando
pequeñas parcelas en zonas que prácticamente no pueden ser utilizadas para la agricultura o la ganadería. Finalmente, los recursos naturales (sobre todo, el petróleo) del subsuelo mexicano siguen fluyendo hacia Estados Unidos y Gran Bretaña, en especial debido al acuerdo petrolero de 1925, que, si bien establece ciertas restricciones a las empresas extranjeras, garantiza la extracción por cincuenta años, prorrogables. Del posicionamiento antiimperialista poco queda a finales de 1928: el embajador norteamericano Dwight Morrow participa de actos de gobierno, influye en la política religiosa mexicana y garantiza la presencia de las empresas norteamericanas en el territorio.
En este contexto, Plutarco Elías Calles (el “Jefe Máximo”) elije al gobernador de Michoacán, Lázaro Cárdenas, para encabezar la lista del Partido de la Revolución Nacional para la presidencia de México. Cárdenas plantea un “Plan Sexenal” que tiene, centralmente, cuatro propuestas: la creación de una Comisión Nacional Agraria que acelere la entrega efectiva de tierras; la creación de empresas estatales nacionales que compitan con las extranjeras y modos de regulación en las industrias de “interés nacional”; la firma de convenios colectivos de trabajo apoyados por el Estado, y que los sindicatos no hagan política partidaria porque el Estado no es lo mismo que un patrón privado; lo que llamó “educación socialista”, una educación laica, racionalista y antirreligiosa. El primer obstáculo de este programa es el propio Calles, con quien Cárdenas rompe políticamente a poco de asumir y exilia en 1935.
Cárdenas y la clase obrera
La clase obrera mexicana comienza un proceso de organización a partir de los logros  de la Revolución. En 1918 se constituye la Confederación Regional Obrera Mexicana
(CROM), con un discurso de contenido clasista y una práctica que propone desarrollar actividad sindical y política al mismo tiempo, pero es rápidamente cooptada por el entramado político surgido de la revolución, en particular en su versión estatal. En 1920 se consolida la Confederación General del Trabajo, de tendencia anarquista y con una perspectiva apolítica en relación con el Estado, y hacia 1923, la Confederación Nacional de Trabajadores (CNT), de perfil católico.
A inicios de la década del treinta se constituye una nueva confederación obrera, la Confederación de Trabajadores de México (CTM), que tiene una perspectiva más combativa que la CROM y sostiene como principios la lucha de clases, la ruptura con el imperialismo y la dependencia, y las reivindicaciones inmediatas propias de la clase obrera (salarios, jornada laboral, etcétera). El objetivo final, de la mano de Lombardo Toledano, es la eliminación del capitalismo.
Lázaro Cárdenas encuentra este “mapa” sindical a inicios de su gobierno.
Para Cárdenas, la CTM tiene que ser fuerte y unificada –en especial por su oposición a  la CROM–, pero debe ser “un grupo de presión” que actúa reclamándole al  Estado y a las empresas del capital privado. No puede transformarse en una organización que esté por sobre el Estado, pero sí puede ser una que apoye –aunque conserve su autonomía– las políticas antiimperialistas. Esta posición de “apoyo mutuo” con preeminencia del Estado se verá en los conflictos por la nacionalización de los ferrocarriles (1937) y en la expropiación petrolera (1938).
Cárdenas y el campesinado
Uno de los pilares de la construcción política de Lázaro Cárdenas será el campesinado. Al igual que lo ocurrido con las organizaciones obreras, la Revolución mexicana abre
las posibilidades de organización de este sector. En 1926 se constituye una gran Liga Nacional Campesina, compuesta por campesinos pobres, ejidatarios y asalariados rurales. Se propone hacer cumplir los artículos 27 –condiciones de propiedad de la tierra y formas de posesión comunitaria y ejidataria– y 123 –condiciones laborales y contractuales– de la Constitución, fortalecer los ejidos –incluyendo la creación de cooperativas– y lograr la “socialización” de la tierra. Completa su programa con una fuerte vertiente anticlerical. Radicaliza su discurso a principios de 1930, incorporando al Partido Comunista y a los que plantean la unión obrero-campesina (Lombardo Toledano).
En 1933 –en medio del conflicto entre Calles y Cárdenas– surge la Confederación Campesina Mexicana (CCM), a partir de dirigentes agrarios y políticos salidos de la revolución. Su programa se basa en exigir el cumplimiento de la reforma agraria y apoyar a Lázaro Cárdenas –apoyo que es retribuido ya durante la campaña electoral de 1933–. La CCM será, durante el proceso efectivo de distribución de tierras, el principal sostén político del gobierno.
La política económica cardenista: reforma agraria y nacionalizaciones
El gobierno de Lázaro Cárdenas se caracteriza por llevar adelante una política económica –y su correlato social– centrada en la búsqueda del cumplimiento de los principios de la revolución: independencia económica, reforma agraria y antiimperialismo.
Para comprender la profundidad de la reforma agraria basta señalar que entre el triunfo de la revolución (1917) y el inicio del gobierno de Cárdenas (1934) se han
repartido algo más que 4.500.000 hectáreas. Cárdenas distribuye en seis años (de 1934 a 1940) 18.000.000 de hectáreas, la mayor distribución de tierras en la historia agraria de América Latina.
La reforma agraria se propone terminar con el peso que el latifundio tiene en México. Toma como base la propiedad ejidal de la tierra –o sea, una propiedad de “uso colectivo”– y el respeto de la pequeña y mediana propiedad privada campesina. Se sustenta en la nacionalización y distribución de las grandes haciendas de dueños extranjeros –lo que está prohibido por la Constitución– y la distribución de tierras estatales. Y para darle soporte económico, se crea un Banco Nacional de Crédito Ejidal
–que proporciona créditos, capacitación y maquinaria agrícola– y un Banco Nacional de Crédito Agrícola –para pequeños y medianos propietarios individuales–.
Los efectos inmediatos son una reducción notable del latifundio, la mejora de las condiciones de trabajo y de vida de los campesinos que se incorporan a las propiedades ejidales y de los pequeños y medianos propietarios privados.
Los campesinos son el principal apoyo de Cárdenas durante los enfrentamientos con las empresas extranjeras y ante las presiones de sus países de origen (Estados Unidos y Gran Bretaña).
Otro aspecto relevante de Cárdenas es su política antimonopólica –sobre todo, contra las empresas extranjeras–. Se comienza a cobrar impuestos a las súper rentas de las empresas monopólicas y a la explotación de los recursos mineros y naturales –en especial, a las empresas petroleras y mineras–. Al mismo tiempo, un conjunto de medidas promueve la industrialización: aranceles diferenciales que gravan los productos venidos del exterior, impuestos a las empresas extranjeras y exención impositiva a las nacionales.
Pero la medida más audaz y controvertida es la expropiación petrolera de 1938. La historia de la extracción petrolera en México es la historia de un enorme despojo de los recursos nacionales. La legislación heredada de Porfirio Díaz –que permitía la apropiación privada del subsuelo– y la inercia de la posrevolución habían logrado un triste saldo para la cuestión petrolera: en 1922, el 99% del petróleo extraído en México se exportaba, y sólo el 1% quedaba en territorio mexicano. La Ley Calles-Morrow (1925) reconocía los derechos de las compañías petroleras extranjeras previos a la revolución a perpetuidad, y permitía que se renovaran las licencias posteriores a 1917 por cincuenta años más. En cuanto a las cuestiones impositivas y laborales, las empresas petroleras prácticamente no estaban gravadas, y además sobreexplotaban a la mano de obra mexicana, al tiempo que la sometían a situaciones permanentes de discriminación en relación con los trabajadores norteamericanos o británicos.
Inicialmente, Cárdenas no prevé una lucha frontal con las empresas petroleras. Más bien se fija una estrategia de apoyo a la creación y crecimiento de una empresa estatal. En 1935 crea Petróleos Mexicanos, junto con una legislación para que las empresas extranjeras garanticen la provisión de crudo a fin de que México se autosustente. Pero el conflicto surge de la mano de una disputa laboral: los obreros del petróleo  mexicanos –afiliados a la CTM– inician, en un contexto favorable a sus demandas, un reclamo salarial y de condiciones laborales que pretenden incluir en un convenio colectivo de trabajo.
Hacia 1937 el conflicto se ha tornado una huelga prolongada, lo que lleva a la intervención del Estado, que trata de mediar entre las demandas obreras y las de las empresas. La Junta Federal de Conciliación y Arbitraje estipula que, de los 70.000.000 de  pesos  que  solicitan  los  sindicatos  como  resarcimiento,  las  empresas  paguen
26.000.000 –reduciendo a menos de la mitad las demandas obreras–. Pero las empresas
ignoran el fallo y reponen sólo 20.000.000. El desconocimiento de la autoridad estatal pone al gobierno en una situación nueva: si acepta las exigencias empresarias, pierde el apoyo obrero y además continúa la extracción petrolera. El 18 de marzo de 1938, Cárdenas difunde un mensaje a todo el país en donde relata la historia de la explotación y el saqueo del petróleo en México, declarando la expropiación de las compañías extranjeras. Las empresas petroleras intentan todo: los embajadores norteamericano y británico amenazan con diversas represalias –crediticia y hasta militar–, cierran la venta de petróleo a México y la de repuestos para las refinerías expropiadas, y finalmente apoyan una rebelión –del general Saturnino Cedillo–. Todos estos intentos fracasan y la expropiación transforma a México en un país que se autoabastece y exporta.
1. ¿Cuál era la situación de la Revolución Mexicana a principios de 1930? ¿Había logrado sus objetivos?

2. ¿Cuáles son la principales propuestas del Plan sexenal de Lázaro Cárdenas?

3. ¿Cómo fue la relación de Cárdenas con la clase obrera?

4. ¿Cómo se vinculó con el campesinado?

5. ¿Qué hizo Lázaro Cádenas con la reforma Agraria?

6. ¿Qué fue la expropiación petrolera de 1938? 

Argentina: el peronismo trastoca el orden oligárquico-liberal (1946-1955)
Entre 1862 y 1930, Argentina se ha constituido como una de las naciones mejor integradas al modelo de la división internacional del trabajo: granos y carnes –entre otros productos como maderas, minerales, etcétera– que abastecen las necesidades de la Revolución Industrial europea –en particular, británica– permiten que el país sea relacionado definitivamente con el “orden y progreso”.
El despliegue de un sistema de comercialización moderno por parte de empresas británicas –ferrocarriles, bancos, puertos, telégrafos– y una construcción europea en el campo de la cultura –teatros, palacios, edificios públicos fastuosos– muestran a una élite liberal exitosa y una consideración internacional y latinoamericana que equipara la Argentina con los países del viejo continente. Sin embargo, el país esconde una
realidad mucho menos auspiciosa: la expansión ganadera y agrícola se han hecho a costa de las poblaciones originarias; en las explotaciones rurales azucareras, madereras y ganaderas, los trabajadores rurales sufren situaciones de sobreexplotación; y en las grandes ciudades se instalan crecientes contingentes de inmigrantes que conforman un proletariado en situación de explotación severa –horarios extenuantes, ninguna seguridad sanitaria, salarios bajos– e introducen las ideas anarquistas y socialistas, severamente reprimidas por el poder político.
Este país extremadamente desigual, con un pronunciado crecimiento económico, una élite poderosa y homogénea y una situación privilegiada en la división internacional del trabajo, ingresa en una severa crisis socioeconómica a partir de 1930 que afecta precisamente la principal fuente de recursos del modelo agroexportador: el derrumbe de las exportaciones, la caída de las importaciones y la falta de crédito externo afectan la renta agraria y la inserción de Argentina como proveedora de la economía británica. La crisis resulta tan profunda que los sectores conservadores apoyan un golpe de Estado –el primero del siglo XX– que interrumpe el gobierno popular de Yrigoyen e intenta, por la vía de la represión y la exclusión política, y con el Pacto Roca-Runciman como modo de reforzar la dependencia del Imperio británico, mantener el viejo orden oligárquico liberal.
Para inicios de la década de 1940 –la denominada Década Infame–, el país está lejos de la “edad de oro” liberal: la economía agroexportadora no se ha recuperado, los productos manufacturados del exterior siguen sin ingresar y una industria nacional sustitutiva se desarrolla a pesar de los deseos oligárquicos. Pero es en el campo social donde las falencias de la Argentina liberal muestran toda su crudeza: la crisis agrícola ha impactado en todas las economías terratenientes y cientos de miles de campesinos y
peones rurales viven en condiciones paupérrimas, y millones se amontonaban en las ciudades como mano de obra en condiciones de sobreexplotación y bajísimos salarios.
La transición hacia el peronismo
La crisis se agudiza con el inicio de la Segunda Guerra Mundial, y, frente a una élite liberal que no puede dar respuestas, un sector nacionalista de las Fuerzas Armadas da un golpe de Estado que, por primera –y única– vez derroca a un gobierno oligárquico. El golpe de 1943 tiene un programa nacionalista y autoritario: mantener la neutralidad en la guerra, apoyar la industrialización, promover la religión católica en el sistema laico de educación, sostener el orden jerárquico de la sociedad argentina y una política cultural antiliberal. Pero hay un grupo de coroneles –el Grupo Obra de Unificación, o GOU– que promueve una agenda mucho más profunda: nacionalización de la economía, neutralidad en la guerra, retorno a la democracia, preeminencia del Estado sobre la economía, y, sobre todo, mayor inclusión y mejora en las condiciones de vida de las masas populares urbanas y rurales. El liderazgo de ese grupo lo comienza a ejercer paulatinamente el coronel Juan Domingo Perón.
Ubicado inicialmente en una oficina de menor rango (como director del Departamento de Trabajo, luego secretario de Trabajo y Previsión), Perón inicia un proceso de arbitraje sostenido con los sindicatos de las distintas ramas de la industria, garantizando acuerdos con las patronales en los que las mejoras de salarios y de condiciones laborales van in crescendo. El Estado por primera vez favorece a los obreros y alienta la sindicalización, y Perón impulsa una serie de medidas que lo
ubican claramente como el líder del ala popular de la revolución del 4 de junio.
Entre 1943 y 1945, la influencia del coronel crece: pasa de secretario de Trabajo y Previsión a ministro de Guerra, y luego a vicepresidente de la república. Cuando, a fines de setiembre de 1945, los líderes de las Fuerzas Armadas reparan en su poder y la élite terrateniente y sus medios de comunicación lo equiparan a los líderes del derrotado nazifascismo europeo, los generales golpistas lo deponen y encarcelan en la isla de Martín García.
El primer peronismo
El 17 de octubre de 1945, una movilización estimada en un millón de personas, en su mayoría trabajadores urbanos y rurales, reclama por el retorno de Perón. El gobierno, tomado por sorpresa, cede, y la figura del líder cobra una dimensión enorme. Las elecciones de febrero de 1946 le dan el triunfo al Partido Laborista frente a la alianza oligárquica llamada Unión Democrática. Se inicia así el primer peronismo (1946-1955). Durante este período se avanza en un modelo de mayor redistribución de la riqueza, la creación de un Estado de bienestar anclado en el pleno empleo, el fortalecimiento del sindicalismo, la ampliación de la participación política –con el voto femenino– y una política sistemática de industrialización nacional y nacionalización de bienes y servicios públicos.
En 1947 se establece un Consejo Económico Social, integrado en condiciones de igualdad por el Gobierno, organizaciones sindicales y patronales, y en 1949 se crea el Ministerio de Trabajo y Previsión Social, con una política que apunta a lograr el pleno empleo, incrementar salarios para incrementar consumo, e incrementar consumo para desarrollar la industria sustitutiva.
La presidencia de Perón tiene en Eva Duarte de Perón un componente distinto al de los populismos de esa época: Evita –para el pueblo trabajador– despliega una enorme actividad en el desarrollo de políticas sociales desde el Estado, es el principal vínculo con las organizaciones sindicales y promueve con energía el voto femenino y la participación política de las mujeres: además de la legislación que equipara los derechos para votar, las mujeres pueden ser electas; veintitrés diputadas completan el número más extenso de mujeres en un Parlamento de América hasta ese momento. La patria potestad, que era atribución exclusiva de los varones, es declarada por la Constitución de 1949 como igualitariamente compartida.
La Fundación Eva Perón, creada en 1948, deja de lado la lógica de la beneficencia para trabajar en la idea de los derechos sociales, una forma de desarrollar acciones desde el Estado hacia las familias en situación de vulnerabilidad: forma enfermeras, asistentes sociales, construye hospitales, hogares de niños y ancianos y escuelas a lo largo de todo el país, lo que la transforma en una institución de avanzada a nivel mundial.
En el año 1952, una vez consolidada la Confederación General del Trabajo, se establecen los convenios colectivos de trabajo, que garantizan condiciones laborales y salariales negociadas en forma obligatoria entre las patronales y los sindicatos con el arbitraje estatal.
Hay importantes medidas en el campo de la educación: en 1948 se crea la Universidad Obrera, en 1949 se asegura la gratuidad de la enseñanza universitaria, y en 1952 la gratuidad de la enseñanza secundaria.
En materia de política económica, el peronismo se sustenta, a grandes rasgos, en una intervención creciente para regular y promover la industrialización nacional, el control de precios y salarios y, sobre todo, el comercio exterior, base de la entrada de divisas al
país. También se busca planificar los grandes aspectos de la vida económica y social en dos planes quinquenales.
Las políticas socioeconómicas del peronismo significan –opinión que no discute casi ninguno de los trabajos académicos sobre el tema– un enorme proceso de modernización junto a la distribución de la renta. Esto último representa un  incremento de la riqueza para los sectores trabajadores por medio del aumento en el salario directo –paritarias y aumentos por rama y sector de la industria– e indirecto –el conjunto de bienes y servicios que presta en Estado y que significa una reducción del costo para la clase obrera y otros trabajadores–.
El período comprendido entre la reelección de Perón en 1952 y el golpe oligárquico de 1955 tiene algunos sobresaltos en términos económico-políticos: las restricciones de  una cosecha perdida y la baja en la productividad industrial frenan el proceso de redistribución de la renta, a la vez que los grupos sociales vinculados a las élites – Fuerzas Armadas y jerarquía católica– inician un proceso de resistencia cada vez más activa que apunta a la destitución del presidente.
Hacia el año 1954, sin embargo, la crisis económica ha sido superada, aunque la alianza conservadora se ha fortalecido con la articulación entre las Fuerzas Armadas liberales, la jerarquía de la Iglesia católica y los partidos “tradicionales” (radicales, socialistas comunistas). El golpe militar de setiembre de 1955 finaliza la primera experiencia peronista, aunque la matriz social argentina ha sido modificada sustancialmente.
Argentina: el peronismo trastoca el orden oligárquico-liberal (1946-1955)

1. ¿Cuál era la imagen que tenía la elite de la Argentina en 1930? ¿Cuál era la realidad?

2. ¿Qué efecto tiene la Crisis de 1930 en la Argentina?

3. ¿Cuáles son los objetivos del golpe de 1943? ¿Cuáles los de Perón?

4. ¿Podría resumir las principales medidas económico-sociales del primer peronismo?

5 ¿Cuál fue el rol de Eva Duarte de Perón?

6 ¿Quiénes resisten las políticas peronistas? 

Brasil: crisis de la élite terrateniente y viabilidad del proyecto varguista (1930-1954)
Brasil tiene, en varios aspectos, diferencias en relación con la historia de los países de América Latina. Durante toda la etapa colonial, es una sociedad que se caracteriza por tener el mayor número de esclavos africanos de América Latina. Su independencia es muy diferente al caso español, lo que significa que la sociedad brasileña prácticamente no se modifica: el retorno del rey portugués a Europa significa dejar a su hijo Pedro de Alcántara a cargo de Brasil. Dom Pedro I declara la independencia del Imperio del Brasil de la monarquía portuguesa en el año 1822, por lo que el pasaje de la colonia a la independencia se hace casi sin conflicto armado y por un acuerdo de élites, evitando la guerra interna y el riesgo –siempre latente– de un conflicto que permita la sublevación de los esclavos.
De este modo, se transforma en una nación independiente como un Imperio, lejos de la lógica republicana de las ex colonias españolas. La esclavitud, institución que sustenta su economía, continúa hasta 1888 (Brasil es el último país de Occidente en abolirla).
En 1889 se establece la república. Nuevamente, el pasaje es un acuerdo de élites, con el emperador abandonando el trono y retirándose a Europa. La brasileña se constituye como una república oligárquica clásica latinoamericana. Cada región se especializa en un bien primario exportable: el caucho de la Amazonia, el café (oro verde) de São Paulo, el azúcar, las piedras preciosas y el oro de Minas Gerais y el ganado de Rio Grande do Sul. La base de esta enorme capacidad exportadora es la tenencia de la tierra: gigantescos latifundios se organizan como plantaciones, haciendas o concesiones caucheras y sus dueños son, a la vez, el poder político y judicial en cada uno de los estados.
La crisis de 1930 y la emergencia de Getúlio Vargas
La crisis de 1930, al igual que en el resto de América Latina, pone en crisis a la república liberal oligárquica por la baja en las exportaciones de materias primas y la caída en la entrada de productos manufacturados.
La profundidad de la crisis hace crujir el orden político y un golpe de Estado termina con el gobierno de Washington Luís, el último presidente de la “vieja república”. En un contexto de ruptura de los pactos entre los estados de Minas Gerais, São Paulo y Rio Grande do Sul, asume la presidencia provisional Getúlio Vargas. A partir de ese momento, y hasta su suicidio en 1954, Vargas será el actor central de la política brasileña. Puede dividirse la experiencia varguista en tres períodos: de 1930 a 1934, de 1934 a 1945, y de 1950 a 1954.
La presidencia provisional (1930-1934)
El primer período de Vargas a cargo de la presidencia tiene un carácter provisional, y su principal preocupación es lograr establecerse políticamente: interviene los gobiernos oligárquicos de los estados federales que resisten la creciente injerencia centralista, reduce el peso de las policías estatales –fuerza de choque de los gobernadores–, centraliza paulatinamente la política en Rio de Janeiro y desintegra las fuerzas del tenientismo. En este primer momento, muestra su vocación de cambio, creando el
Ministerio de Trabajo, Industria y Comercio, y los Ministerios de Educación y Salud. También amnistía a los tenientistas de la columna Prestes.
En 1931 da un paso inédito para el Brasil oligárquico: sanciona la Ley de sindicalización, que permite todos los procesos de sindicalización previa autorización del Ministerio de Trabajo.
Una vez consolidado en el gobierno, Vargas propone una reforma constitucional. La nueva Constitución establece un Congreso Nacional bicameral, reduce las autonomías estatales a favor del gobierno central y limita los alcances de la propiedad extranjera, nacionalizando algunos recursos naturales, estableciendo el voto femenino y los contenidos de la enseñanza a cargo del Estado federal y no en manos de las élites locales.
La presidencia constitucional (1934 -1938)
El período de 1934 a 1938 está signado por fuertes enfrentamientos políticos entre el Partido Integralista –profascista, integrado por tradicionalistas católicos y terratenientes y liderado por Plínio Salgado– y la Alianza Libertadora Nacional – conformada por el Partido Comunista, otros partidos de izquierda y el sector de las Fuerzas Armadas que, junto a Luís Prestes, propone la reforma agraria–. Esta polarización responde también, sobre todo en las grandes ciudades, al enfrentamiento izquierda-derecha fascista de la Europa previa a la Segunda Guerra Mundial.
En 1935, en las ciudades de Natal, Recife y Rio de Janeiro estalla un intento revolucionario liderado por el Partido Comunista y los tenientistas. Getúlio Vargas
declara el estado de sitio y detiene a la mayoría de los partidarios de la Alianza Libertadora Nacional.
El Estado Novo (1938-1945)
Los juicios a los líderes comunistas y la inestabilidad generada por los profascistas son aprovechados por Vargas para anular las elecciones previstas para 1938. Se cierra el Congreso Nacional, se transfieren poderes del Legislativo y el Judicial al Ejecutivo, y se sanciona una nueva Constitución que instala el Estado Novo. Los integralistas, descontentos con el rumbo que toma el gobierno, intentan un levantamiento para derrocar a Vargas, pero fracasan y su líder es expulsado del país.
En abril de 1938, Vargas declara extintos todos los partidos políticos –de izquierda y derecha– y propone una nueva Constitución nacional.
El Estado Novo profundiza las políticas nacionalistas y antiliberales en un proceso de unificación del Estado y un conjunto de normas socioeconómicas: se crea una verdadera Administración pública nacional (la DASP) y se declaran abolidos los impuestos interestatales para unificar el mercado interno totalmente.
El Estado interviene crecientemente: se establece el impuesto a la renta –un impuesto progresivo– y se crean empresas estatales claves, como el Consejo Nacional del Petróleo (CNP, antecedente de Petrobras), la Compañía Siderúrgica Nacional (CSN), la compañía de acero Vale do Rio Doce, la Compañía Hidroeléctrica de San Francisco y la Fábrica Nacional de Motores. También son de este período la Consolidación de las Leyes de Trabajo (CLT), la estabilidad del empleo público, la reglamentación del trabajo de menores y del trabajo nocturno y la jornada de ocho horas.
Las medidas de Getúlio Vargas generan una gran reacción en las élites conservadoras, que durante la Segunda Guerra Mundial son contenidas por el rol preponderante de los militares, la alianza con los Estados Unidos y la participación de Brasil en el bando de los aliados. En octubre de 1945, finalizada la guerra, el Ejército brasileño, formado en la escuela anticomunista y liberal de las Fuerzas Armadas norteamericanas, da un golpe de Estado y llama inmediatamente a elecciones.
El período 1945-1954
En las elecciones de 1945, Vargas, retirado en su estado de Rio Grande do Sul, apoya la candidatura de Eurico Dutra, su exministro de Guerra. Para esto, crea el primer Partido Trabalhista Brasileiro (PTB). El gobierno de Dutra da un vuelco profundo a las políticas varguistas: elimina diversas trabas a las importaciones, reduce los salarios de los empleados públicos, abre la economía financiera al capital norteamericano, prohíbe el Partido Comunista y rompe relaciones con la Unión Soviética.
En octubre de 1950, las elecciones le dan el triunfo nuevamente a Vargas. Durante el período de 1950 a 1954 intentará avanzar más rápido en las reformas de carácter nacionalistas y populares: decreta el monopolio estatal sobre el petróleo brasileño con la creación de Petrobras, el proyecto de Electrobras –la empresa estatal de energía eléctrica–, las restricciones a la importación de bienes extranjeros y un incremento salarial del 100% –inédito en la historia brasileña–. Esta política genera una fuerte oposición interna, en particular de los sectores terratenientes, las grandes empresas vinculadas al capital transnacional y los partidos políticos de la derecha liberal. El descontento es ampliado considerablemente por una campaña desde los grandes
medios de comunicación escritos, con el periodista (y diputado) Carlos Lacerda acusando a Vargas de corrupción y de querer “izquierdizar” al Brasil.
Cuando un atentado dirigido a Lacerda deja vivo al periodista pero asesina a uno de sus custodios –un joven de la Fuerza Aérea brasileña–, a la presión mediática y política se le suma la de las Fuerzas Armadas. Acorralado políticamente, Vargas elige suicidarse antes que entregar el poder. El ciclo nacional-popular finaliza con la muerte del presidente y el llamado a elecciones que abrirá un nuevo capítulo en la historia brasileña, esta vez de la mano de un proyecto desarrollista.
Brasil: crisis de la élite terrateniente y viabilidad del proyecto varguista (1930-1954)
1. ¿Qué diferencia a Brasil de las colonias españolas en el siglo XIX?

2. ¿Qué efecto tuvo la crisis de 1930 en Brasil?

3. ¿Cuáles son las principales medidas que toma Getulio Vargas entre 1930-34? 

4. ¿Qué conflicto caracteriza el período 1934-1938?

5. ¿En qué consistió el estado Novo? 

6. ¿Cuáles son las principales medidas de Vargas en su último período de gobierno 1950-54?

Bibliografía
Benítez, Fernando (2015). Lázaro Cárdenas y la Revolución mexicana, III: El cardenismo. México: Fondo de Cultura Económica.
De Ípola, Emilio (1991). “Peronismo y Populismo. Una nueva propuesta de interpretación”. En: Working Paper, Nº 35. UBA.
De la Torre, Carlos (2013). “El populismo latinoamericano”. En: Nueva Sociedad, Nº 247. Di Tella, Torcuato (1965). “Populismo y Reforma en América Latina”. En: Desarrollo Económico, vol. 4, Nº 16.
Durán, Leonel (comp.) (1972). Lázaro Cárdenas, ideario político. México: ERA.
Groppo, Alejandro (2009). Los dos príncipes: Juan Domingo Perón y Getulio Vargas. Un estudio comparado de populismo latinoamericano. Villa María: EDUVIM.
Hirst,
Mónica.
La
época
de
Vargas:
1930-1945.
Disponible
en: Bibliotecaclacso.edu.ar/ar/libros/crítica/nro5/Hirst.pdf.
Laclau, Ernesto (2007). La razón populista. Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica. Medin, Tzvi (1992). Ideología y praxis política de Lázaro Cárdenas. México: Siglo XXI.
Mackinnon, María Moira y Mario Alberto Petrone (comps.) (1999). Populismo y neopopulismo en América Latina: el problema de la Cenicienta. Buenos Aires: Eudeba.
Rein, Raanan (1998). Peronismo, populismo y política, 1943-1955. Buenos Aires: Editorial de Belgrano.
Trías, Vivian (1978). “Getulio Vargas, Juan Domingo Perón y Batlle Berres-Herrera. Tres rostros del populismo”. En: Nueva Sociedad, Nº 34.
Viguera, Aníbal (1993). “Populismo y neopopulismo en América Latina”. En: Revista Mexicana de Sociología, Nº 3.
Vilas, Carlos (2004). “¿Populismos reciclados o neoliberalismo a secas? El mito del
ʽneopopulismoʼ latinoamericano”. En: Revista de Sociología e Política, Nº 22.
Brasil: Getúlio Vargas (1930-1954)





México: Lázaro Cárdenas (1934-1940)





Argentina: Juan Domingo Perón (1946-1955)





Guatemala: Juan José Arévalo (1945-1951) y Jacobo Arbenz (1954)










